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Resumen 

El trabajo se centrará en el análisis de los cambios registrados en el mercado de trabajo de 

Argentina en el período que corre entre los años 1990 y el 2009. El análisis de este período 

nos permitirá analizar y cuantificar los resultados de dos modelos económicos 

contrapuestos, que definieron a dos décadas completas en las historia de nuestro país. En 

efecto, a partir de 1990 se instaura un régimen económico de carácter neoliberal, bajo el 

marco de los preceptos del Consenso de Washington. Es decir un modelo neoliberal a 

ultranza que modificó el entramado económico y social surgido del proceso de sustitución 

de importaciones iniciado en los años 40 y que continuo a hasta mediados de los 70. En 

realidad, y se tratará de demostrar que en dicha década, bajo la presidencia de Carlos 

Menem culmina la tarea iniciada a por la Dictadura militar, que se instaura en nuestro país 

a partir de marzo de 1976 y que culmina en el 2001 con la crisis económica, política y 

social más profunda de que se tenga memoria. 

 

 

Entre los años 1883 y 1889 se inicia el seguro social, fundamento de la moderna seguridad 

social, a través de la protección a los trabajadores contra los riesgos sociales de vejez, invalidez 

y enfermedad impulsada por el Canciller Otto von Bismarck, comenzando con la Ley del Seguro 

de Enfermedad, en 1883..Entre los principios originales del seguro social estaban la 

obligatoriedad, la cotización  de empleadores y trabajadores y el papel regulador del Estado. El 

modelo bismarckiano se desarrolló gradualmente en Europa y otros países industrializados
3
 . 

 
 

1  Introducción 

  
En un sentido amplio el concepto de empleo esta ligado consustancialmente al derecho del 

trabajo, y al de seguridad social, más genéricamente el concepto del empleo se constituye a partir 

de la “norma social” que se va desarrollando en transcurso de la historia. Puede decirse que el 

empleo como concepto es una construcción social que se inicia a fines del Siglo XIX y principios 

del XX, y, por tanto, tiene una vigencia histórica reciente. En este sentido es importante señalar la 

importancia que a partir de mediados del Siglo XIX comienzan a tener los derechos sociales que 

en muchos casos, particularmente en Bismarck, tienen como objetivo prevenir el avance de los 

sindicatos y las demandas de los trabajadores, por lo que puede interpretarse como una 

                                                
1 Trabajo presentado en el IV Congreso de la Asociación Latinoamericana de Población, La Habana, Cuba, del 16 al 

19 de noviembre de 2010. 
2 Subsecretaría de Políticas de Seguridad Social 
3
 Mesa Lagos (2004). 
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“revolución desde arriba” para evitar la “revolución desde abajo”
4
  La ruptura de esta “norma” da 

lugar a peores condiciones de trabajo, mayor incertidumbre e inseguridad para los trabajadores, en 

condiciones de mayor precariedad tanto en términos económicos como sociales (laborales) y, por 

tanto, crecientes desigualdades en la distribución del ingreso entre perceptores y sectores. 

La manera en que los diferentes países con economías de mercado lograron mejorar las 

condiciones de vida de sus trabajadores fue a través del desarrollo del “estado de bienestar”, que 

implicaba una fuerte intervención del Estado como regulador de economía y redistribuidor de los 

ingresos a partir de políticas de carácter social, especialmente en el ámbito de la seguridad social.  

La relación laboral asalariada típica, es un contrato laboral por  tiempo indeterminado, con 

cobertura y protección en cuanto al cumplimiento de las normas laborales como de la seguridad 

social, es decir  con acceso asegurado a jornadas laborales establecidas legalmente, vacaciones 

pagas y derecho  a días por enfermedad, jubilación, etc., en concreto un trabajo de carácter formal. 

Este garantizaba, así mismo, en  los momentos de pérdidas transitorias de empleo y por tanto de 

de los ingresos derivado de aquel, el acceso al seguro de desempleo y cuando finalizaba la vida 

activa por retiro y/o muerte y/o invalidez se le garantizaba el derecho a un beneficio que cubría las 

necesidades del trabajador y su familia. Generalmente se asocia estas condiciones y beneficios al 

jefe de familia varón y a éste como eje de la provisión de ingresos y de la cobertura familiar. En 

este sentido, cuando se pone en duda la posibilidad de permanencia o la necesidad de cambios de 

los modelos clásicos “bismarkianos”  de seguridad social, articulados y basados en la generación 

de derechos a partir del empleo formal,  se argumenta que los tanto cambios demográficos y como 

de la estructura tradicional de la familia,  obligaría a modificar las características y los 

fundamentos de la seguridad social.  La necesidad de estos cambios se debería fundamentalmente, 

por un lado, al envejecimiento de la población y por otro a la incorporación de la mujer al 

mercado de trabajo conjuntamente a los costos asociados a la cobertura
5
. Sin embargo, afirmar 

que la mayor participación de la mujer en el mercado de trabajo y/o la existencia en forma 

creciente de hogares a cargo o con jefatura femenina obligaría a cambios en la seguridad social no 

parece sostenerse desde el aspecto conceptual, ya que no es el género el organizador de la 

seguridad social sino las características de los puestos de trabajo más allá de quién los ocupe, sean 

hombres o mujeres. En este sentido puede señalarse que es en el mercado de trabajo donde se 

determina el tipo de cobertura
6
. Por el contrario, Sping Andersen, en el citado artículo dice que en 

el caso de Dinamarca, el factor clave para mejorar el desempeño en términos de pobreza, 

especialmente de la pobreza infantil, está en el ingreso por el empleo de la madre. El acceso a un 

empleo por parte de las madres es posible porque el Estado de bienestar de dicho país, provee 

cuidado sustentable y de calidad para la niñez. Por otro lado,  Bruno Amable 
7
, distingue cinco 

tipologías de “capitalismos” que conllevan a diferentes modelos de estado de bienestar” . En el 

caso del cuarto tipo de capitalismo que se refiere a el capitalismo propio de algunos países del sur   

Europa continental (Italia, España, Grecia), denominado capitalismo mediterráneo, que resulta ser 

el más tradicional de todos, fundamenta la seguridad social sobre la solidaridad entre los 

miembros de la familia y en particular sobre el rol tradicional de la mujer en dicho ámbito. En este 

sentido el objetivo implícito  del sistema de protección mediterránea es preservar el salario y el 

empleo del jefe de familia, generalmente en cabeza del hombre. Es decir que los argumentos y la 

                                                
4 Domenico Losurdo. “¿Fuga de la historia”. Cartago. 2007 
5 G. Esping-Andersen. ¿Por qué el ingreso básico garantizado es una mala idea? Revista de Trabajo. Año 2 .  Nro 3. 

Nueva Epoca. 2006. MTESS 
6 Levy, Santiago. “”Productividad, crecimiento, y pobreza en Mexico: ¿qué sigue después de Progresa/ 

Oportunidades?. Banco Interamericano de Desarrollo. 2007 
7B. Amable. “Los cinco capitalismos”. Revista de Trabajo Año 3, Nro 4. MTESS,2007. 
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discusión acerca de que los cambios en la estructura familiar y en el mercado de trabajo obligarían 

a  modificaciones en los sistemas de seguridad social, están asociados a modelos económicos más 

tradicionales los que, deberían en realidad poner en discusión, en primer lugar, del rol de la mujer 

en la estructura de funcionamiento de las familias y en el mercado de trabajo, y no pensar 

exclusivamente  en reformular el sistema de seguridad social. 

Más allá de estas discusiones en torno a la necesidad de adaptar la seguridad social a 

nuevas formas contractuales y de relaciones de trabajo más precarias, se deberían realizar 

esfuerzos para lograr formalizar las relaciones laborales de modo tal de garantizar los derechos 

establecidos por las leyes y normas que regulan estas relaciones al conjunto de trabajadores. En 

efecto, en el caso de los trabajadores/as formales la protección social se  realiza a través de las 

instituciones típicas de la seguridad social y más allá de las condiciones imperantes en la 

economía globalizada, se debería tender a mejorar el funcionamiento del mercado de trabajo. En 

este sentido tampoco se debe abandonar la intervención del Estado en cuanto dar protección social 

a otros colectivo que se encuentran en condiciones de mayor vulnerabilidad, así como los 

trabajadores informales (sean asalariados no registrados y/o trabajadores autónomos informales) 

deberían  recibir, y de echo en muchos caso así sucede,  los beneficios de la protección social por 

medio políticas establecidas específicamente para estos colectivos, como las pensiones no 

contributivas (para aquellas personas que demuestren insuficiencia o ausencia de ingresos), 

transferencias en especie (programas alimentarios, programas de salud) y/o programas de 

transferencias de ingresos condicionadas como el Plan jefes/as de hogar desocupados (PJHD),  

ejecutado en Argentina en el año 2002 en plena crisis. Estas últimas políticas no parten, en 

principio, de derechos sociales legalmente establecidos, sino de políticas que pueden depender, en 

un alto grado de discrecionalidad y que sólo son factibles en momentos de bonanza financiera de 

los gobiernos y/o crisis sociales profundas.  

 

 Richard Titmus
8
, prestigioso investigador británico que trabajó sobre la política social y 

del Estado de bienestar, reconoce como una función esencial de dicha política y de los beneficios 

que brinda el carácter distributivo de la misma. El análisis  de dicha política debe incluir a la 

política fiscal, de empleo y de ingresos, así como los beneficios ocupacionales (vacaciones, 

asignaciones familiares, etc.) demostrando que tiene un fuerte impacto sobre la distribución 

funcional y personal del ingreso.  Uno de los puntos más significativos de su trabajo es su 

concepción de que  la inclusión social, vinculante con la económica, se alcanza a través del 

empleo productivo formal. En síntesis, el acceso a un empleo productivo y un salario justo 

conjuntamente con  una política de seguridad social amplia, constituyen una política de 

redistribución del ingreso eficaz.  

 

Con relación al mercado de trabajo vigente durante los llamados “los gloriosas treinta” 

(haciendo referencia al período que corre desde la finalización de la segunda Guerra Mundial y 

mediados del los 70) caracterizado básicamente por la vigencia del contrato laboral por tiempo 

indeterminado y protegido por las normas laborales y la seguridad social entra en competencia 

con una gama diversificada de contratos temporales y de escasa protección por parte de la 

                                                
8
 Richard Timus, Ensayo sobre "El Estado de Bienestar" (Essays on 'The Welfare State') (Londres: 

Allen&Unwin;3erd edn.,1976) 
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seguridad social. La ruptura de dicha “norma” da lugar a peores condiciones de trabajo, mayor 

incertidumbre e inseguridad para los trabajadores, en condiciones de mayor precariedad tanto en 

términos económicos como sociales (laborales) y, por tanto, crecientes desigualdades en la 

distribución del ingreso entre perceptores y sectores. Frente al empleo a tiempo completo e 

indefinido, se desarrollaron los contratos a tiempo parcial y por tiempo determinado (temporales), 

cuya protección social es muy reducida o inexistente, y por tanto con menores costos laborales, 

tanto directos (salarios más bajos) como indirectos (contribuciones patronales reducidas o nulas). 

La jornada de trabajo estandarizada (diaria, semanal, mensual) se vio modificada por jornadas 

anualizadas o por horarios de trabajo rotativos, rompiendo incluso la forma habitual de ligazón 

entre descanso del trabajador y vida familiar. Esta crisis de la norma de empleo típica, que suele 

denominarse “fordista-keynesiana” y la cobertura de seguridad social de tipo bismarkiano,  esta 

afectando a todos los países y se manifiesta en todas su dimensiones. 

 

En el mismo sentido, las protecciones sociales típicas (jubilación, salud y desempleo) han 

sufrido diversos intentos de reformas y reajuste en consonancia con estas nuevas formas 

contractuales y de relaciones de trabajo más flexibles, incorporando, al mismo tiempo, en sus 

espacios nuevas lógicas como la individualización y privatización. En este sentido hay un avance 

hacia formas de gestión individual de los riesgos sociales como la enfermedad, la vejez, el 

desempleo, etc., rompiendo de esa forma uno de los principios básicos de la seguridad social 

como la solidaridad intergeneracional e intrageneracional. Simultáneamente se han producido 

modificaciones legales que han permitido la instrumentación de sistemas capitalización privados 

de los aportes previsionales, en algunos casos como sistema único de previsión (Chile), en otros 

como uno de los pilares  conjuntamente con el sistema público de reparto (Argentina)  

 

Las disposiciones legales del Estado de Bienestar, constituyeron una verdadera base 

normativa en la que se reconocían a los trabajadores y ciudadanos el derecho a percibir 

prestaciones de la seguridad social y contar con servicios estatales como salud, asignaciones 

familiares, jubilación, etc., en una amplia variedad de situaciones definidas como de necesidad y 

contingencia.  

 

La nueva dinámica de la economía (global, financiera y desregulada) y la conformación de 

nuevo mercado de trabajo (segmentado, dualizado y excluyente) implican un proceso de 

precarización laboral que conduce a mayores niveles de desigualdad, desestructuración, 

dualización y por último exclusión social que ponen en cuestión (deslegitiman) el funcionamiento 

de parte de la instituciones sociopolíticas que se fueran construyendo durante la fase keynesiana 

fordista anteriormente dominante. En efecto, las políticas flexibilazadoras y desreguladoras 

aplicadas indiscriminadamente en los últimos lustros afectaron incluso a sectores o colectivos 

sociales hasta ese momento protegidos y estabilizados por el Estado de bienestar. Esta dinámica 

instaura un estado de incertidumbre y vulnerabilidad que finalmente conduce a una cultura de la 

precariedad.
9
 

 

Desde mediados de la década de los ´70, comienza a manifestarse una profunda crisis 

económica que arrastró al “estado de bienestar” y ha puesto en cuestión casi todas las 

                                                
9 Agulló Tomás, “De la precariedad laboral a la exclusión social”, Agulló, E. y Ovejero, A. “Entre la precariedad 

laboral y la exclusión social: los otros trabajos y los otros trabajadores”. Trabajo, individuo y sociedad: perspectivas 

psicosociales sobre el futuro  del trabajo. Madrid Pirámide, 2000. 
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instituciones que le dieron forma: las leyes laborales, de la seguridad social, de regulación de los 

mercados, etc.  

 

En este marco en América Latina y en particular la Argentina, se comenzaron a 

implementar “políticas de ajuste estructural” que implicaron la apertura y desregulación 

económica y del mercado de trabajo, el ajuste fiscal, el “corrimiento” del Estado de la economía, 

que llevaron a la privatización de las empresas públicas y del sistema previsional. 
10

 

 

El impacto de estas políticas en Argentina puede observarse a partir del análisis de la 

evolución de la cobertura de las distintas prestaciones de la seguridad social, relacionando las 

diferentes etapas por las que atravesó y el impacto que tendrá en las próximas décadas la ruptura 

de las condiciones de regulación y de funcionamiento del mercado de trabajo en cuanto a mayores 

niveles de precariedad, flexibilidad y vulnerabilidad social. 

 

2. Cambio de paradigma en el mercado de trabajo y la seguridad social  

 

 
 Los datos de los censos nacionales de población de 1991 y de 2001 muestran  que el grado 

de cobertura que tenían dos de los grandes subsectores de la seguridad social, la percepción de 

jubilaciones, o sea por el sistema jubilatorio y el sistema de salud referido a las obras sociales o 

mediante el sistema salud de prepagas, ven reducida significativamente el nivel  de cobertura. En 

efecto, mientras que en 1991 la cobertura de las pensiones y jubilaciones llegaba a casi el 66% de 

población mayor a 60 años, en 2001 ya había bajado a menos del 60%. Si esta tasa de reducción 

de la cobertura vigente durante los 90 se extrapolara, en el largo plazo la población de adultos 

mayores se encontraría con una cobertura de jubilaciones en valores dramáticamente menores. 

Como puede observarse en el cuadro siguiente:  

 

 

 
 
En el 2040, la población mayor de 60 años con jubilación  llegaría a un 40% de cobertura (aún 

cuando podría suponerse que este porcentaje estaría en algún grado sobrestimado, como se verá)  

y en el caso de la cobertura de  salud llegaría al 23% de la población, es decir que las personas 

con algún sistema de seguro de salud, ya sea por el sistema de  obras sociales 
11

 o por el sistema 

de empresas de salud denominas prepagas (tipo de seguros privados), se reduciría de manera aún 

más drástica. Esto sucedería, sin embargo, bajo el supuesto que el comportamiento del mercado 

                                                
10 E. Roca.“Mercado de trabajo y cobertura de la seguridad social”. Revista de Trabajo, Nro 1. Ministerio de Trabajo 

empleo y Seguridad Social. Argentina. 2005  
11 Seguro establecido para trabajadores asalariados (en relación de dependencia) de carácter contributivo basado en 

los aportes y contribuciones de trabajadores y empleadores a la obra social sindical  de la rama o actividad en la que 

desarrolla su actividad. A mediados de lo 90 se sancionó una ley que permitió la libre elección de obra social dentro 

del sistema. El objetivo central fue comenzar a producir la desregulación del sistema para que en el futuro comenzara 

también a participar los sistemas privados de salud a través de los seguros privados 

Porcentajes de cobertura según régimen 
Tasas específicas de 1991/2001

1991 2001
Variación 

2001/1991
2011 2021 2031 2041

Percepción de jubilaciones
2/ 65,5% 59,2% -9,6% 53,5% 48,4% 43,7% 39,5%

Salud 1/ 63,6% 51,9% -18,3% 42,4% 34,7% 28,3% 23,1%

Fuente: INDEC. Censo Nacional de Población, Hogares y Viviendas 2001.
 1/ 

Los tramos etarios considerados son 0-19 años, 20-59 años, 60 y más años.
 2/ 

Los tramos etarios considerados es de  60 y más años.

Estimaciones
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de trabajo que está implícito en las proyecciones posteriores a 2001, se mantuviese bajo las 

mismas condiciones que en el período intercensal, es decir si mantuviese la misma composición y 

el mismo comportamiento del período que transcurrió entre  1991 al 2001. En este sentido, en el 

caso de las jubilaciones habría un cierto grado de sobre registro de la cobertura  debido a un 

efecto arrastre de población que tuvo acceso a la jubilación a partir de un mercado de trabajo muy 

distinto,  (el verificado en los 60 o 70)  más formal y de empleos más “típicos”, es decir que en 

realidad si ajustáramos efectivamente esos valores al comportamiento del mercado de trabajo de 

la década de los noventa, se llegaría a un porcentaje aún menor de cobertura. Hay que señalar, sin 

embargo, que a partir del 2004 se quiebra la tendencia al crecimiento del empleo no registrado 

característico de los años ochenta y noventa, e incluso comienza una lenta pero permanente 

reducción de la tasa de empleo no registrado. En efecto, la creación de empleo registrado y no 

registrado posterior a ese año invierte la matriz propia de los 90 y de años anteriores, como se 

verá más adelante. 

 

Esta continua pérdida de empleos formales y el permanente crecimiento de la precariedad y de 

empleos no registrados y las políticas tendientes a reducir las cargas patronales (contribuciones a 

cargo del empleador para financiar el sistema de seguridad social) conjuntamente con la 

privatización del sistema provisional provocaron un déficit en las cuentas públicas y el 

concomitante crecimiento de la deuda externa de tal forma que condujeron a la Argentina a la 

peor crisis de la historia en  el 2001. En efecto, una plausible explicación o  uno de los factores 

más importantes de la crisis se encontrarían en las modificaciones en el comportamiento y 

evolución del mercado de trabajo inducidas por las políticas públicas implementadas en los 

últimos 20 o 25 años ligadas a una visión neoliberal y pro mercado de las mismas.  

 

 

3. Evolución del mercado de trabajo 

 

En los ochenta más de  dos tercios de los ocupados contaban con protección de la seguridad 

social, un 60%-65% de los trabajadores asalariados con cobertura de seguridad social, y cerca de  

la mitad de los trabajadores por cuenta propia. Como se ve en el gráfico siguiente la tendencia 

histórica significó una reducción permanente del trabajo protegido y con cobertura de la seguridad 

social. Es decir, se produjo una reducción de la importancia relativa del trabajo en condiciones 

legales de contratación, mientras aumentaban las formas más precarias de relación laboral, 

conjuntamente con la fluctuante presencia del trabajo  autónomo, que asumía la característica 

del típico empleo refugio en los momentos de crisis o de reducción de la actividad económica.   
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Esta evolución que significó la paulatina y permanente pérdida de calidad del empleo, de 

precarización del mercado de trabajo, tuvo distintos componentes y distintos momentos de ajuste, 

según la etapa histórica que corresponda como puede verse en el gráfico. Hubo un fuerte 

crecimiento, por ejemplo, del cuenta propismo más cercano a las típicas características del sector 

informal de los países de América Latina. En particular tuvo una incidencia bastante importante 

en la estructura del empleo hasta fines de los 80, para luego en los 90, reducirse y  verificarse un 

fuerte crecimiento del sector asalariado, aunque como puede observarse, de trabajos asalariados 

más precarios es decir sin aportes a la seguridad social o asalariados no registrados. Este proceso 

comienza a modificarse a partir del 2004 quebrándose la tendencia  de crecimiento ininterrumpido 

del trabajo no registrado de un largo período de casi 20 años. En efecto, como consecuencia del 

cambio sustantivo del modelo económico  que permitió el extraordinario crecimiento de la 

economía, el que acompañado por un crecimiento del empleo a tasas muy superiores a la de la 

década de los 90. 

  

Se podría argumentar que la Argentina en los 90 se modernizó o por lo menos adoptó categorías 

ocupacionales propias de un sistema capitalista avanzado, sin embargo, y como se observa en el 

grafico siguiente, en esa década de cada cien empleos generados en la economía 94% eran en 

negro o ilegales, sin cobertura y solo el 6%  tenían aportes al sistema provisional. Esta 

característica del puesto de trabajo en cuanto  de que se realicen o no los aportes a la  seguridad 
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social,
12

 significa que se crean mecanismos de desprotección de los trabajadores que están en esa 

situación que no es solo un problema a futuro, un problema al momento de jubilarse, sino también 

es una desprotección durante su vida activa, porque el trabajador en esas condiciones está al 

margen de las normas laborales. Es decir, no tiene derecho a la indemnización por despido sin 

causa, a protección o cumplimiento de las condiciones laborales fijadas en   los  convenios 

colectivos y demás normas,  tampoco tiene acceso a algunos beneficios de la seguridad social que 

tienen los trabajadores activos formales, como las asignaciones familiares, el seguro de desempleo 

al que tendría derecho cuando el trabajador queda desocupado o contar con la cobertura a la salud 

para si mismo y del grupo familiar que otorga la obra social. Es decir que la situación se 

asemejaría en términos conceptuales a la categoría social desarrollada por el Prof. Robert Castel 

como  “desafiliación”, es decir como indicador de la pérdida de la “ciudadanía social”, 

constituyendo, al mismo tiempo, el camino hacia la exclusión social. 

 

 
 

 

                                                
12 Este indicador surge de una  pregunta específica del formulario de la Encuesta Permanente de Hogares (EPH) que 

realiza el Instituto Nacional de Estadísticas y Censos, de Argentiana (INDEC) que se realiza a los trabajadores 

asalariados y se  refiere a si en trabajo se le realizan aportes a las seguridad social. Según la respuesta de los 

trabajadores se clasifican en registrados o en no registrados 

Proporción de empleo asalariado creado según 
situación registral 

Nota: se excluye el efecto de los programas de empleo en la creación de empleo.  

Convertibilidad (1991-2001)

Empleo 

registrado; 

14,0%

Empleo no 

regsitrado; 

86,0%

Pos-convertibilidad (2003-2006)

Empleo 

registrado; 

78,4%

Empleo no 

regsitrado; 

21,6%

Proporción de empleo 
creado según situación 

registral 2003-2006 – Pos-
convertibilidad 
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Con posterioridad, en plena crisis del 2002, como puede observarse en el gráfico, aparece un 

nueva categoría de ocupados que se refiere a un componente de la política social de muy amplia 

cobertura que surge de la ejecución de un programa masivo (más de 2 millones de personas 

cubiertas) de transferencia de ingresos “condicionados” a los sectores más pobres y vulnerables, 

que se denominó Plan Jefes y Jefas de Hogar Desocupados (PJJHD) y comienza a tener un lugar 

significativo en la estructura del empleo. Se clasifican como ocupados debido a que los 

beneficiarios tenían que realizar una contraprestación laboral (entre 4 y 6 horas diarias) como 

condición para participar y recibir el beneficio del programa. En función del extraordinario 

crecimiento de la economía y del empleo que se verificó en Argentina a partir del 2003 

fundamentalmente como consecuencia del cambio sustantivo en modelo económico, los 

beneficiarios del programa comenzaron a  insertarse laboralmente y cerca de 700mil lograron  su 

incorporación a empleos  genuinos. 

 

 

Así mismo, como se señaló, a partir del 2004 la tendencia al crecimiento del empleo no registrado 

se quiebra, modificándose el comportamiento del mercado de trabajo mediante un nuevo patrón 

de crecimiento del empleo basado en una fuerte relación entre el crecimiento del PBI y el empleo 

y  al mismo tiempo en un cambio en la calidad de los empleos creados. En efecto, la generación 

de un número muy significativo de puestos de trabajo (más de 3,5 millones entre el 2003 y el 

2007) y al mismo tiempo la inversión de la matriz característica de creación de empleo no 

registrado de las últimas dos décadas, mediante una significativa creación de empleos registrados 

o formales, permitió revertir la tendencia histórica. Así, luego de una primera etapa de 

crecimiento del empleo no registrado, a partir del 2004 se va configurando un mercado de trabajo 

en el cual el crecimiento del empleo es exclusivamente de empleo registrado, este 

comportamiento permitió un balance positivo en términos de calidad del empleo el que da como 

resultado que entre el 2003 y el año 2007 de cada cien empleos generados 78 fueran registrados y 

sólo 22 no registrados. En el siguiente gráfico se observa este cambio de forma clara.  El empleo 

registrado comienza un paulatino crecimiento mientras que el trabajo asalariado no registrado se 

va reduciendo hasta mostrar tasas negativas. Esto quiere decir en los últimos trimestres del 2006 

principios del 2007 no sólo los nuevos empleos asalariados son registrados si no que produce un 

efecto positivo de sustitución de empleos precarios y sin protección por empleos de mayor 

calidad, registrados en la seguridad social con los beneficios que ello conlleva. 
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Variación interanual del empleo registrado y no registrado. Total 

urbano
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En este sentido, muchas veces, se observa o analiza el acceso a la protección de la  seguridad 

social exclusivamente como un sistema que va a cubrir a las personas a partir del momento en que 

ingresa a la edad pasiva, es decir después de los 60 o 65 años, según corresponda, sin tener en 

cuenta que la pérdida de derechos también afecta a los trabajadores durante la vida activa, tanto 

los laborales como los de la seguridad social propiamente dicha. Entre ellos, los riesgos de muerte 

o invalidez pueden afectar a los trabajadores y sus familias en plena edad activa, o como se 

mencionó, sus hijos no tienen el acceso a la cobertura las asignaciones familiares o a la cobertura 

de salud provenientes de las obras sociales. Estos derechos generalmente no se tienen e cuenta 

cuando se evalúan los sistemas de protección de la seguridad social, incluso los propios 

trabajadores no tienen suficiente conciencia de lo que pierden cuando están por fuera de las 

normas legales. 

En el pensamiento neoliberal, como es el caso de los organismos internacionales de crédito (por 

ej. el Banco Mundial, FMI y BID) predominan las conceptualizaciones que indican que los 

trabajadores (individuos que actúan en el mercado en igualdad de condiciones cualquiera sea su 

lugar en el proceso productivo) optan o prefieren no  hacer aportes a la seguridad social porque 
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eligen estar por “fuera” (teoría del “escape”)
13

 del sistema (como indica también la teoría del 

sector informal de De Soto),  de forma de lograr ingresos más altos en el corto plazo que realizar 

sus aportes como actitud previsora  (ahorro para el futuro “incierto” lo que otros autores que lo 

denominan  como actitud  “miope”). Sin embargo en un estudio reciente realizado entre el 

Ministerio de Trabajo, el Banco Mundial y el INDEC
14

,  surge que el 95% de trabajadores 

asalariados que no están registrados en la seguridad social, es decir no cuentan con los aportes y 

contribuciones fijados por la ley, manifiestan que no tuvieron opción en la elección del tipo de 

contrato. Es decir no tuvieron alternativas en la aceptación de las condiciones que le fijaba la 

empresa o el empresario al momento de aceptar una oferta de trabajo, y por tanto no fue producto 

de una libre elección. En el caso de los trabajadores por cuenta propia, ese mismo estudio indica 

que más del setenta por ciento de los trabajadores aduce  dificultades económicas para realizar sus 

aportes, resultando muy bajo el porcentaje de los que indican no confiar en el sistema de 

seguridad social (menos del diez por ciento). En este sentido, entre la gestión individual de los 

riesgos sociales,  o la gestión solidaria y pública, de dichos riesgos, existe una disyuntiva que 

parece central y que requiere de una discusión amplia y profunda. En la ideología dominante en  

los 90 y que fuera impulsada por los organismos internacionales de crédito, como los citados, es 

el esfuerzo de ahorro y la previsión individual en que tiene que basarse  la protección presente y 

futura y dejar la intervención del Estado sólo para atender los casos o las situaciones de pobreza 

extrema o de mayor vulnerabilidad. Es decir que dependerá exclusivamente de las posibilidades 

económicas y las condiciones del individuo  prevenir los posibles infortunios o la pérdida de 

ingresos actuales o futuros y no mediante el establecimiento de mecanismos basados en el 

esfuerzo del  conjunto de los ciudadanos organizados solidariamente y del Estado como principal 

garante la dicha protección. 

 

                                                
13 “Informalidad: escape y exclusión” Estudios Banco Mundial, Washington, DC. 2007 
14 “La informalidad laboral en Gran Buenos Aires: una nueva mirada”. Ministerio de Trabajo-Banco Mundial-

INDEC. Documento de trabajo. Buenos Aires.2007 
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Evolución de los Asalariados Registrados y No 

Registrados, 1991-2007 (1991=100)

80,0

100,0

120,0

140,0

160,0

180,0

200,0

Asalariados 100,0 102,2 102,3 101,4 100,8 101,1 109,3 114,8 116,5 115,0 115,7 112,7 126,9 136,8 140,6 149,0 150,0

Asalariados registrados 100,0 99,4 98,2 100,0 97,9 94,9 99,1 104,1 104,7 103,5 105,1 102,9 109,8 117,3 122,7 132,7 137,6

Asalariados no registrados 100,0 107,9 110,6 104,1 106,5 113,4 130,0 136,5 140,3 138,2 136,8 132,2 161,1 176,0 176,7 181,8 174,9

1991 1992 1993 1994 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 2003 2004 2005 2006 2007

 
Nota: A partir del año 2002, se excluyen los datos correspondientes a programas de empleo. 
Fuente: elaboración propia en base a INDEC-EPH. 

 

 

En el gráfico anterior  se observa la evolución del empleo no registrado desde el 91 al 2003 el 

empleo asalariado no registrado se incrementa en más de un 60% mientras que el empleo formal 

crece un 9%. A partir del 2003 comienza a revertirse esta matriz en la cual el empleo asalariado 

precario es el que motoriza el crecimiento del empleo y se observa un crecimiento mayor de 

puestos de trabajo formales. En efecto mientras que el empleo formal crece cerca de treinta puntos 

porcentuales y el empleo ilegal lo hace en menos de quince puntos porcentuales, es decir en 

menos de mitad. Habitualmente en estudios, sobre todo los referidos al sector informal, se asocia 

o se interpreta al fenómeno del empleo informal o no registrado asociado casi exclusivamente a 

establecimientos pequeños o pequeñas unidades productivas de subsistencia. Sin embargo al 

observar los datos del cuadro siguiente que muestra la evolución del empleo no registrado según 

tamaño de establecimiento,  se ve que en ambos sectores, tanto en las pequeñas empresas o 

microempresas como las de mayor tamaño relativo, el empleo no registrado crece a igual tasa, 

aproximadamente un poco más del 5% anual en un período de 20 años.  
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Registrados
No 

registrados
Total Registrados

No 

registrados
Total Registrados

No 

registrados
Total

1980 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0 100,0

1985 96,5 115,6 99,7 97,4 111,5 98,8 89,9 111,5 119,7

1990 79,4 131,2 88,1 80,5 147,8 87,4 70,9 147,8 114,5

1995 96,6 195,2 113,0 101,0 193,4 110,5 61,6 193,4 197,0

2000 102,2 263,0 129,1 101,9 268,4 118,8 104,8 268,4 257,6

2001 104,4 255,0 129,6 105,0 266,6 121,5 99,6 266,6 243,3

2002 101,7 246,5 125,9 101,8 237,5 115,7 100,6 237,5 255,6

2003 108,1 313,1 142,4 108,0 315,8 129,2 109,0 315,8 310,5

2004 115,9 345,0 154,1 116,9 361,5 141,8 108,0 361,5 328,4

2005 121,3 338,5 157,6 122,1 374,9 147,9 115,4 374,9 301,9

2006 130,5 344,5 166,3 132,8 390,6 159,0 113,0 390,6 298,1

2007 134,8 327,1 166,9 136,3 365,3 159,6 122,9 365,3 288,7

Esructura según período

1980 83,3% 16,7% 100,0% 89,8% 10,2% 100,0% 53,3% 46,7% 100,0%

1985 80,6% 19,4% 100,0% 88,5% 11,5% 100,0% 46,1% 53,9% 100,0%

1990 75,1% 24,9% 100,0% 82,8% 17,2% 100,0% 41,4% 58,6% 100,0%

1995 71,2% 28,8% 100,0% 82,2% 17,8% 100,0% 26,3% 73,7% 100,0%

2000 66,0% 34,0% 100,0% 77,0% 23,0% 100,0% 31,7% 68,3% 100,0%

2001 67,1% 32,9% 100,0% 77,6% 22,4% 100,0% 31,8% 68,2% 100,0%

2002 67,3% 32,7% 100,0% 79,1% 20,9% 100,0% 31,0% 69,0% 100,0%

2003 63,3% 36,7% 100,0% 75,1% 24,9% 100,0% 28,6% 71,4% 100,0%

2004 62,6% 37,4% 100,0% 74,0% 26,0% 100,0% 27,3% 72,7% 100,0%

2005 64,1% 35,9% 100,0% 74,2% 25,8% 100,0% 30,4% 69,6% 100,0%

2006 65,4% 34,6% 100,0% 75,0% 25,0% 100,0% 30,2% 69,8% 100,0%

2007 67,3% 32,7% 100,0% 76,7% 23,3% 100,0% 32,7% 67,3% 100,0%

Nota: se excluyen planes de empleo y el servicio doméstico.

Fuente: elaboración propia en base a EPH-INDEC.

Asalariados según condición de actividad y sectoir formal/no formal de GBA

Período

Asalariados Más de 5 ocupados Menos de 5 ocupados

 (Índice base 1980=100)

 
 

Es decir que hay un fenómeno de precarización del empleo que no es estrictamente un fenómeno 

asociado al sector informal sino que pareciera reflejar un modo de regulación o gestión de las 

empresas, basado en la precarización de las relaciones laborales. Este cambio en las modalidades 

de gestión de las empresas comienza a generalizarse a partir de la crisis del capitalismo de 

mediados de los setenta que afectó a todas las economías, desarrolladas y en desarrollo. Se suma 

además el proceso de recomposición del sistema económico más centrado en el sector financiero, 

y en la reducción de la importancia relativa del sector real de la economía.  

 

En del mercado de trabajo de Argentina, estos cambios se pueden observar en las modificaciones 

en la composición del empleo registrado y no registrado en ambos estratos de tamaño. En el 

cuadro anterior, se observa que en el caso de los establecimientos de mas de cinco ocupados el 

empleo no registrado pasa de representar el 10% al 23%, mientras que en el caso de las pequeñas 

o micro establecimientos la proporción del empleo no registrado pasa del 47% al 67%, en este 

aumento habría, así mismo,  un proceso de descentralización y tercerización del proceso 

productivo, es decir de externalización de costos laborales (outsoursing), de parte de algunas 

empresas de mayor tamaño, transfiriendo parte del proceso y parte de la producción a pequeños 
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establecimientos que sin duda tienen características de mayor precariedad en cuanto a la 

contratación de mano de obra. Es decir, que este fenómeno de externalizacion  de costos dio lugar 

a que empresas de menor tamaño como micro o pequeñas empresas, cumplan en muchos casos un 

rol en el proceso productivo de las de mayor tamaño como proveedoras, tanto de servicios como 

de partes de la producción. En el modelo industrial tradicional las firmas vendían productos llave 

en mano es decir que correspondería  al tipo de integración horizontal. Por el contrario, luego de 

mencionada crisis, con objetivo de hacer más competitivas  a las empresas y adaptarlas a un 

comercio mundial con un tipo de integración de las firmas más vertical. Es decir, que la nueva 

integración  recorta la cadena de producción de un mismo bien según etapas cada vez más finas, 

redefine el nuevo modelo industrial donde la cadena de producción de carácter vertical resulta 

desmantelada. En este nuevo marco de gestión de las empresas, que significa mayor adaptabilidad 

a la demanda, mayor control de calidad y sobre todo mayor utilización de todas las competencias 

humanas, que se traduce en una polivalencia  incrementada de los asalariados y mayor flexibilidad 

para adaptarse a los cambiantes comportamientos (expectativas) de la evolución económica global 

y nacional. Es decir que los riesgos de la evolución económica se transfieren en mayor medida 

que en el pasado, a los trabajadores. En este sentido, sumando a la nueva revolución de la 

tecnología de la información, tienden a hacer más productivos a los trabajadores más calificados, 

y se desvaloriza o se excluye a los trabajadores no calificados
15

.  En este nuevo esquema de 

gestión de la producción, serían los trabajadores menos calificados o con menor nivel educativo 

los más afectados por el desempleo y/o por el empleo no registrado o informal. Sin embargo, la 

evolución del empleo no depende exclusivamente de las corrientes del comercio internacional, 

también es determinante la evolución y conformación del esquema (modelo) económico nacional, 

desde el punto de vista sectorial (producción de bienes vs servicios) y el rol que le asigne al 

mercado interno  para amortiguar y morigerar estas tendencias de la economía globalizada.  

Así mismo, en el marco de un conjunto de políticas económicas y sociolaborales tendientes a 

favorecer a la producción o a la oferta, es decir “políticas desde el lado de la oferta”, en el marco 

de las mencionadas reformas y de cambios en la gestión de las empresa, durante los 90 se 

ejecutaron políticas que pretendían mejorar la competitividad, el “clima de negocios” y  facilitar o 

atraer inversiones. En ese sentido se desarrollaron varios mecanismos, entre los más significativos 

se pueden mencionar las rebajas de las cargas patronales a la seguridad social como también la 

introducción de contratos flexibles, que básicamente permitían reducir los costos laborales a 

través de exenciones totales o parciales de las cargas patronales o que disminuían el costo del 

despido para facilitar, siguiendo la teoría neoclásica,  la contratación de mano de obra. Estos 

nuevos mecanismos de funcionamiento del mercado de trabajo significaron, entre otros efectos, 

cambiar el sistema de financiamiento de la seguridad social, pasando de un sistema con 

financiamiento tripartito de trabajadores, empleadores y Estado,  a un sistema de seguridad social, 

que continuó siendo de tipo contributivo, pero ahora  financiado en sus dos terceras partes por 

impuestos. Es decir una seguridad social financiada con recursos fiscales de base impositiva 

reduciendo básicamente las contribuciones patronales. Esta políticas se hicieron en el marco de 

las mencionadas “políticas de oferta” con el objetivo de mejorar el clima de negocios, favorecer la 

inversión, reducir el desempleo, o mejorar la generación empleo. En realidad esos mecanismos, en 

al caso argentino, tuvieron un efecto bastante perverso,  se redujeron las cargas patronales en un 

50%, pasando de  un 27%, sin las contribuciones a las obras sociales, a sólo el 12,7% sobre los 

salarios, es decir que fue una reducción sustantiva como se observa en el cuadro. Sin embargo los 

resultados no fueron los esperados, en el gráfico siguiente se puede observar que paripasu a la 

                                                
15 Ya citado. D. Cohen 
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reducción de las cargas patronales, aumentaba el empleo no registrado, y mientras se reducía el 

empleo formal.  
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Evolución de las Alícuotas de Contribuciones al SIJP - Relación de Dependencia, Sector Privado -

Promedio para el Total del País

Contribuciones 1991 1992 1993 1994 1995 1996 1997 1998 1999 2000 2001 2002 *

Previsional 16,0% 16,0% 16,0% 9,8% 13,0% 9,7% 9,7% 9,7% 7,3% 6,8% 8,7% 10,4%

Asignaciones Familiares 7,4% 7,4% 7,4% 4,6% 6,0% 4,5% 4,5% 4,5% 4,5% 4,5% 4,6% 4,6%

Fondo Nacional de Empleo 1,5% 1,5% 1,5% 0,9% 1,2% 0,9% 0,9% 0,9% 0,9% 0,9% 0,9% 0,9%

 INSSJyP 2,0% 2,0% 2,0% 1,2% 1,6% 1,2% 1,2% 1,2% 0,6% 0,5% 0,5% 1,3%

Subtotal 26,9% 26,9% 26,9% 16,5% 21,8% 16,3% 16,3% 16,3% 13,3% 12,7% 14,7% 17,2%

Obras Sociales 6,0% 6,0% 6,0% 3,7% 5,0% 5,0% 5,0% 5,0% 5,0% 5,0% 5,0% 5,8%

Total del Sistema 32,9% 32,9% 32,9% 20,2% 26,9% 21,3% 21,3% 21,3% 18,3% 17,7% 19,7% 23,0%

Fuente: Elaborado por la Dirección Nacional de Políticas de Seguridad Social en base a las DDJJ-SIJP .

Notas:

*Se supuso que las alícuotas permaneceran constantes hasta diciembre de 2002. Decreto 372/95:Fija alícuotas de contribuciones: Previsión, AAFF, FNE, INSSJyP, OS.

Normativa: Decreto 492/95:Fija alícuotas de contribuciones: Previsión, AAFF, FNE, INSSJyP, OS. (set/nov 95 - ene 96)

Decreto 2229/85: Fija la alícuota de AAFF. Decreto 96/99:Fija alícuotas de contribuciones: Previsión, AAFF, FNE, INSSJyP, OS.

Ley 23.568: Fija la alícuota del INSSJyP. Decreto 1520/98: Fija alícuotas de contribuciones: Previsión, AAFF, FNE, INSSJyP, OS.

Ley 23.966: Fija alícuota Previsional. Decreto 814/2001: Unifica en 16% la alícuota de contribuciones: Previsión, AAFF, FNE, INSSJyP.

Ley 23.660: Fija alícuota de OS. Ley 25.453: Desdobla en 16% y 20% la alícuota de contribuciones.

Ley 24.013: Fija alícuotas de AAFF y FNE. Ley 25.565:  restituye alícuota de OS (Ley 23.660) y aumenta 1 punto porcentual la alícuota de INSSJyP.

Decreto 2609/93:Fija alícuotas de contribuciones: Previsión, AAFF, FNE, INSSJyP, OS. Ley 24.241art. 11: Fija alícuota de aportes previsionales.

Decreto 385/94:Fija alícuotas de contribuciones: Previsión, AAFF, FNE, INSSJyP, OS. Decreto 1387/01: Fija alícuotas de aportes previsionales.

Decreto 859/94:Fija alícuotas de contribuciones: Previsión, AAFF, FNE, INSSJyP, OS. Decreto 1676/01: Fija alícuotas de aportes previsionales.
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En efecto mientras se reducian las cargas patronales en un 50% el empleo no registrado se 

incrementaba casi en igual porcentaje, pasando de menos del 30% al inicio de los noventa,  a casi 

el 40% en el 2000. Esta reducción sustantiva de las cargas sociales se vio reflejada no en un 

incremento del empleo ni en un blanqueo ni en una mejora de la calidad de los empleos sino por 

el contrario en un crecimiento del empleo no registrado y además en un crecimiento del 

desempleo a niveles inéditos para la Argentina. En efecto el desempleo alcanzó tasa superiores al 

20% en momento más profundo de la crisis a mediados de 2002, mientras que ya a mediados de 

los noventa había llegado al  18%.. Es decir que las políticas que supuestamente eran favorables a 

la creación de empleo y mejora en la calidad del mismo, no tuvieron el efecto deseado y ni se 

correspondieron con las hipótesis esgrimidas por los ejecutores de dichas políticas.  

 

Por otro lado hay que señalar que estas políticas referidas a las reducciones en las cargas 

patronales y la reforma del sistema previsional, mediante la sanción de Ley 24250, que crea un 

sistema de capitalización individual en paralelo con el sistema público de reparto, obligó al 

traspasó de recursos provenientes de los aportes personales de los trabajadores que optaron o 

fueron asignados a dicho sistema 
16

 afectaron seriamente el  financiamiento de la seguridad social 

y del Estado en su conjunto.  

 

Montos no ingresados a la Seguridad Social.     

1995-2000, en millones de pesos corrientes     

Período 

Reducción de 

alícuotas de 

Contribuciones 

Patronales 

Aportes personales 

al Régimen de 

Capitalización 

Evasión Previsional 

al SIJP por empleo 

asalariado 

Total 

1995             1.638,6             2.255,9                7.185,1         11.079,6  

1996             3.439,1             2.926,1                6.344,3         12.709,4  

1997             3.605,9             3.733,8                6.730,3         14.070,0  

1998             3.762,4             4.095,4                6.709,0         14.566,9  

1999             5.075,1             4.276,7                6.672,0         16.023,9  

2000             5.792,5             4.260,0                6.227,6         16.280,2  

Acumulado           23.313,6           21.547,9               39.868,3         84.729,9  

 

Fuente: Elaboración de la DNPSS en base a DDJJ SIJP-AFIP e Informe Gerencial AFIP. 

 

 

 

El conjunto de la reducción de las cargas patronales significó que se transfirieron  

aproximadamente d$s 23 mil millones de pesos al sector privado,  como subsidio implícito,  desde 

                                                
16 La citada ley instrumentó  un mecanismo mediante el cual los trabajadores que no realizaban la opción entre el 

sistema de capitalización y el público en un determinado tiempo, se los reasignaba en alguna de la administradoras  

privadas de jubilaciones y pensiones (AFJP) privadas. De ese modo más del 80%  de los afiliados de la AFJP no 

habían optado  por el sistema sino que se los había asignado mediante ese mecanismo por el propio Estado. 
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1993 al 2003. A su ves la pérdidas de los aportes de los trabajadores que se traspasaron al sistema 

de capitalización representaron aproximadamente otros d$s 22 mil millones en el mismo período 

y por ultimo la estimación de lo que pierde el Estado por la falta de aportes y contribuciones debei 

a la existencia del trabajo no registrado es de cerca de $ 40 mil millones acumulados en dicho 

período. Estos recursos sumados alcanzarían el monto de más de $80 mil millones de dólares que 

fueron recursos perdidos por el Estado argentino entre 1993 y el 2000. La estimación de las 

pérdidas por la existencia de trabajo no registrado resulte excesiva, ya que tal vez haya una parte 

de ese trabajo en negro pertenece a trabajadores que desarrollan su actividad en empresas que no, 

necesariamente, están en condiciones de hacer las contribuciones patronales por la escasa 

productividad de la actividad o la baja rentabilidad emergente de la misma. Este monto 

acumulado representa el 60% de la deuda externa de la Argentina, cálculo realizado por el 

Ministerio de Economía. Es decir que una causa sustantiva de la crisis de la Argentina, de la crisis 

de la deuda, tuvo su origen en la reforma del sistema de previsional y de la seguridad social y en 

el cambio estructural del funcionamiento del mercado de trabajo. Esta insuficiencia de recursos 

del sistema público que tenía hacerse  cargo del pago de los beneficios de los jubilados del 

sistema anterior, provocó una crisis de endeudamiento del Estado argentino que resultó ser la 

causa principal la crisis social y económica más profunda de la historia Argentina entre los años 

2001 y 2002. Esta crisis de endeudamiento obligó al Estado argentino a declarar  la cesación de 

pagos (defaualt) más importante de la historia de la deuda soberana de un país. 

 

Esto produjo, por otro lado, cambios significativos en el sistema de financiamiento de la 

seguridad social, que al principio de la década de los 90` mostraba que el 75% de los recursos 

para su financiamiento provenían de aportes y contribuciones de los trabajadores y empleadores y 

sólo un 25% eran provistos por transferencias de rentas generales del Estado, es decir que tres 

cuartas partes de los beneficios del sistema eran financiados con recursos propios. Por el 

contrario, al final de periodo de la convertibilidad 2000, se invirtió el origen del financiamiento, 

siendo cerca del 70%  ingresos provenientes de impuestos.
17

 

 

Esto no es un tema menor porque le quita consistencia al sistema, porque en realidad el sistema 

nace como un sistema de seguro social basado en el empleo formal, con aportes y contribuciones 

de trabajadores y empleadores, al convertirlo en un sistema financiado exclusivamente con 

impuestos o básicamente con impuestos le da un carácter diferente al que originalmente tenía. Se 

puede sostener que, de alguna manera, lo deslegitima frente a la sociedad porque hay una cantidad 

de gente que paga impuestos, por ejemplo al IVA cuando consume, o que paga el impuesto sobre 

ganancias  o sobre el consumo de combustibles,  y no tiene posibilidades de acceder a una 

jubilación. Es decir, pone también en cuestión si es sostenible una seguridad social de carácter 

contributivo y basado en los derechos que surgen del empleo, o más bien se tendería un sistema 

de prestaciones mínimas de carácter universal desenganchadas del empleo. Esta tendencia a la 

idea de un subsidio o una prestación universal mínima, esta justificando la necesidad de cambiar 

sistema de seguridad social basado en el empleo a un sistema de un subsidio mínimo para toda la 

población. Las razones esgrimidas habitualmente por los sostenedores de esta política basan sus 

                                                
17 Para poder compensar el déficit que se generó en el financiamiento de la seguridad social a partir de las 

reducciones de cargas patronales y de la reforma, se creó un complicado mecanismo de asignación recursos 

provenientes de diversos impuestos para la Administración Nacional de la Seguridad Social (ANSES). Para más 

detalles ver E. Roca y M. Bourquin. “Las modificaciones  al sistema provisional argentino. Indicios de 

universalización?.  Estudios de la Seguridad social, Nro 100. AISS. Oficina Regional para las Américas. 
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argumentos en la necesidad de cubrir a los que quedan excluidos de los sistemas del seguro social 

por la pérdida de calidad del empleo, sin explicar las causas de dicha situación y sin proponer 

modificar las reglas del juego del mercado de trabajo y de los estándares laborales en una 

economía globalizada. 

 

 

 

En síntesis, la reforma de la seguridad social y del mercado de trabajo, está en la base de la crisis 

de la Argentina del 2001-2002 porque se generó, a partir de la necesidad de financiamiento del 

sistema de seguridad social. En efecto, el déficit fiscal que se produjo por esas medidas fue 

enorme, como se ve en el cuadro de cerca de d$s 10000 millones anuales, lo que requirió la 

emisión de bonos de deuda pública y de otros instrumentos financieros mediante los cuales el 

Estado absorbía recursos tanto en el mercado como internacional para poder seguir funcionado. 

Estos recursos que captaba del mercado financiero y que   utilizaba justamente para cubrir el 

déficit que se había generado por la reforma previsional y por la rebaja en las cargas patronales 

eran colocados a través de la compra de bonos que hacían las propias AFJP, a las se les había 

ampliado el porcentaje de bonos de deuda pública que podía tener en sus carteras hasta el 70% (en 

realidad el Gobierno las había obligado a dichas compras) las que eran superiores a las fijada por 

la propia Ley 24250 que alcanzaba al 50%. Es este círculo vicioso el que permite señalar la 

perversidad de las reformas y los costos de la misma. 
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